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"2022, Año de las y los Migrantes de San Luis Potosí".
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 TOCA 9/2022
EXP. 341/2020-2 


	INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES DERIVADO DEL RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2020/2
ACTOR EN EL JUICIO DE ORIGEN: **********

	INCIDENTISTAS: 1) AYUNTAMIENTO, 2) SÍNDICO MUNICIPAL, 3) TESORERO MUNICIPAL, 4) SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO, 5) DIRECTOR DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL Y 6) DIRECTOR DE RECURSOS HUMANOS, TODAS DEL AYUNTAMIENTO DE CÁRDENAS, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiocho de noviembre de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver el incidente de nulidad de notificaciones promovido por **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento,**********, en su carácter de Tesorero Municipal, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Secretario General y **********, en su carácter de Director de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, de veinticuatro de junio de dos mil veintidós, en contra de la notificación que tuvo como finalidad notificar la resolución de veintiséis de abril de dos mil veintidós, dictada por esta Sala en el toca **********/2022; y,

R E S U L T A N D O

I.- Mediante escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de junio de dos mil veintidós, **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento,**********, en su carácter de Tesorero Municipal, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Secretario General y **********, en su carácter de Director de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, promovieron incidente de nulidad de notificaciones, en contra de la notificación que tuvo como finalidad notificar la resolución de veintiséis de abril de dos mil veintidós, dictada por esta Sala en el toca **********/2022.
II.- Por auto de veintinueve de junio de dos mil veintidós, toda vez que esta Superioridad advirtió que las firmas del escrito contenían rasgos que diferían con las que obran en el documento presentado el veintitrés de febrero de dos mil veintidós, por las mismas autoridades, se requirió a los promoventes para efecto de que ratificaran las firmas que calzan el escrito de mérito.

Así mismo, en virtud de que las autoridades provomentes pertenecen al Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, el cual se encuentra fuera de la residencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se ordenó girar oficio a la Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, para que en auxilio de esta Sala girara despacho al Juzgado Mixto de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial en el Estado, con residencia en el municipio de Cárdenas, San Luis Potosí, a efecto de que les notificara dicho proveído y les requiriera para que en el acto de notificación ante el diligenciario adscrito, o bien, en el término de tres días comparecieran al Juzgado a su digno cargo a ratificar el contenido y firma del líbelo presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veinticuatro de junio de dos mil veintidós.
III.- En acuerdo de veintiséis de octubre de dos mil veintidós, se recibió el exhorto administrativo 171/2022, que remitió el Titular del Juzgado Mixto de Primera Instancia del Cuarto Distrito Judicial en el Estado, con residencia en Cárdenas, San Luis Potosí, y del contenido del acta de comparecencia de diez de octubre del año en curso, se advirtió que **********, en su carácter de Síndico Municipal, **********, en su carácter Secretario General, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal y **********, en su carácter de Tesorero Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, ratificaron el contenido y firmas del escrito presentado el veinticuatro de junio del año actual, a través del cual interpusieron incidente de nulidad de actuaciones, en contra de la supuesta notificación relativa a la sentencia de veintiséis de abril del año que transcurre, dictada dentro del toca de apelación **********/2022/SS.
Por tanto, con fundamento en los artículos 23 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como, los preceptos 116 y 117, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se admitió el incidente de nulidad de notificaciones, y con una copia del mismo se ordenó dar vista a la parte actora para que en el término de cinco días hábiles, expresara lo que a su derecho conviniere y ofreciera las pruebas de su interés.

IV.- En proveído de quince de noviembre de dos mil veintidós, se certificó que la parte actora, **********, no presentó ocurso alguno en el término otorgado en auto de veintiséis de octubre de dos mil veintidós, respecto del incidente de nulidad de actuaciones promovido por las nombradas autoridades; por lo tanto, se tuvo por precluido su derecho a realizar manifestación y ofrecer las pruebas de su interés; y en virtud de no existir actuaciones pendientes por dictar, al no haberse ofrecido probanzas por las partes, con fundamento en el último párrafo del artículo 117, párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado, se citó para resolver el presente incidente de nulidad de actuaciones. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente incidente de nulidad de notificaciones conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II,  23 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 36 y 122, fracción III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; promovido por las autoridades demandadas, en contra de la notificación realizada por la notificadora adscrita a esta Sala, respecto de la resolución dictada en este toca.
SEGUNDO.- A juicio de esta Sala Superior, el incidente de nulidad de notificaciones planteado por **********, en su carácter de Síndico Municipal, **********, en su carácter de Secretario General, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal y **********, en su carácter de Tesorero Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí; es improcedente, de acuerdo a las siguientes consideraciones. 
En primer término, debe establecerse que la parte incidentista en su ocurso de nulidad de notificaciones, presentado en la oficialía de partes de este Tribunal el veinticuatro de junio de dos mil veintidós, el cual se encuentra localizado en las fojas 75 y 76 del toca en que se actúa, expuso lo siguiente:
“[…]

Que por medio de este escrito, con fundamento en los artículos 33, 34, 35, 36, 122 fracciones III y VIII,131, demás relativos y aplicables del Código Procesal Administrativo para el Estado, encontrándonos en tiempo y forma, venimos a interponer INCIDENTE de nulidad de actuaciones en contra de la supuesta notificación efectuada a las demandadas con respecto a la resolución dictada en el toca de apelación **********/2022/SS, de fecha 26 de abril de 2022, por el C. Actuario adscrito a la H. Sala correspondiente; por las siguientes consideraciones de hecho y de derecho:

Causa agravio y perjuicio a las demandadas el que se haya omitido realizar conforme a derecho, notificación alguna, en cuanto a la resolución dictada en el toca de apelación **********/2022/SS, de fecha 26 de abril de 2022, por el C. Actuario adscrito a la H. Sala correspondiente, ya que como consta de autos, las demandadas comparecimos mediante escrito recibido en fecha 11 de febrero de 2022 a señalar nuevo domicilio procesal, a fin de que por tal conducto se realizaran las notificaciones dentro del presente procedimiento, tal como lo señala el artículo 29 del Código Procesal Administrativo para el Estado, asimismo, al momento de promover el recurso de apelación, que en el escrito de agravios, de nueva cuenta se tuvo a bien designar como domicilio para oír y recibir notificaciones en dicha Sala Superior, el domicilio ubicado en Calle **********, de la Cuidad de San Luis Potosí, S.L.P., capital.

Por lo que, desde el día 23 de febrero de 2022 que comparecimos las demandadas a interponer apelación en contra de la sentencia definitiva dictada en fecha 11 de Enero de 2022, por la C. Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que a la fecha nunca se ha notificado nada al respecto de la sentencia que se haya dictado al efecto con dicha apelación.

Si no, es el caso, que el paso día 10 de Junio de 2022, se recibió notificación vía correo certificado signadas por el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dirigidos a Tesorería y Sindicatura Municipal, referente al expediente **********/2020/2 del actor **********, las cuales contenían acuerdo de fecha 16 de mayo de 2022, refiriendo el inicio con el procedimiento de ejecución de la sentencia, exhortándose al Secretario General y Tesorero Municipal para que informen sobre el cumplimiento de la sentencia, empero a las demandadas en ningún momento se nos ha notificado con respecto a los resolutivos que se hayan dictado en la sentencia que se invoca, mucho menos se tenía conocimiento, que en el toca de apelación ya se hubiera dictado sentencia y en qué sentido se dictó.

Por lo que la omisión a notificar a las demandadas de la resolución que se dictó en el toca de apelación vulnera las normas esenciales del procedimiento y el debido proceso, dado que ahora dicta la Sala un acuerdo donde ha causado ejecutoria dicha sentencia y por ende ordena cumplirse con la ejecutoria de sentencia dictada en el asunto principal, lo que deja en completo estado de indefensión jurídica a las demandadas, ya que no se dio la oportunidad de poder recurrirla, motivo por el cual, interpongo en tiempo y forma el presente incidente a fin de que la actuación antes señalada, sean anuladas y se lleve a cabo la práctica de la notificación con respeto a la resolución distada en el toca de apelación, en la forma que la Ley señala.

[…]”

Ahora bien, resulta necesario atender lo dispuesto en los artículos 13, 35, 36, 117 y 122, fracción III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que señalan:

“ARTÍCULO 13. Los plazos y términos se contarán por días hábiles, salvo disposición en contrario. Empezarán a correr a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación y se incluirá en ellos el día del vencimiento. 

Los términos y plazos podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente fundada y motivada por la autoridad competente, excepto en el procedimiento contencioso administrativo en el que serán improrrogables.”

ARTÍCULO 35. Las partes afectadas por una notificación irregular, deberán pedir su nulidad en el primer escrito o en la actuación subsiguiente en la que intervengan; de lo contrario quedará aquélla convalidada.

ARTÍCULO 36. La parte afectada por una notificación irregular podrá pedir que se declare la nulidad de la misma, en los términos previstos por los artículos, 122 fracción III, y 131 de este Código, ofreciendo las pruebas pertinentes en el mismo escrito en que se promueva la nulidad.

Admitida la promoción, se dará vista a las partes por tres días para que expongan lo que a su derecho convenga y ofrezcan las pruebas de su interés; transcurrido dicho plazo se dictará acuerdo ordenando el desahogo de las pruebas admitidas que así lo ameriten, lo cual deberá efectuarse en un término que no exceda de cinco días hábiles. Transcurrido éste, se pronunciará la resolución correspondiente.

Si se declara la nulidad, se ordenará reponer el procedimiento desde la notificación anulada…

ARTÍCULO 117. Los incidentes se tramitarán por escrito dentro de los cinco días siguientes a la notificación del acto que lo motive, en el que el incidentista expresará lo que a su derecho conviniere, y ofrecerá las pruebas que estime pertinentes fijando los puntos sobre los que versen.
Admitido el Incidente, se correrá traslado a la contraparte por el término de cinco días para que exprese lo que a su derecho convenga y ofrezca las pruebas de su interés.

Una vez desahogadas las pruebas ofrecidas, el órgano administrativo o las Salas del Tribunal, según corresponda, resolverán el incidente planteado dentro de los diez días siguientes.”

ARTÍCULO 122. En los procedimientos que regula este Código, se admitirán los siguientes incidentes:

…

III. El de nulidad de notificaciones;

…”
De la exégesis de los artículos transcritos, se desprende que las partes afectadas por una notificación irregular, deberán pedir su nulidad a través de un incidente de nulidad de notificaciones, con base en los siguientes aspectos:

a) Que se pida la nulidad en el primer escrito o en la actuación subsiguiente en la que intervengan;
b) Que ello sea dentro de los cinco días hábiles siguientes a partir de que el afectado tenga conocimiento o se manifieste sabedor de la actuación que le agravia y se incluirá en ellos el día del vencimiento
; y
c) Que se ofrezcan las pruebas pertinentes en el escrito de interposición del incidente.

También resulta necesario destacar que dichos normativos disponen que de no ajustarse a sendas hipótesis de procedencia, quedará convalidada la actuación que se impugna.

Lo que se considera ajustado a derecho, en atención al principio de seguridad jurídica, toda vez que no puede quedar indefinido o al albedrío de las partes el plazo para impugnar la diligencia de la cual se pretende se califique su irregularidad; pues los plazos y términos que fijen las leyes, responde a una exigencia razonable consistente en la necesidad de ejercitar la acción en lapso determinado, de manera que de no ser respetados podría entenderse caducada, prescrita o precluida la facultad de excitar la actuación de los tribunales. Esto es un legítimo presupuesto procesal que no lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por otra parte, ha sido criterio del Máximo Tribunal del país que la garantía de seguridad jurídica no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado, lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad, sencillez o irrelevancia, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercitar el derecho correlativo. En este sentido el establecimiento de los plazos en que debe hacerse valer un derecho dentro de un procedimiento judicial, redunda en la seguridad jurídica de las partes en el juicio, pues permite a cada una saber con certeza cómo se desarrolla el juicio y cuáles son los medios de defensa que puede hacer valer en cada etapa procesal; de ahí que cinco días después de realizada la notificación, es un tiempo prudente para hacer valer los vicios en que se pudiera haber incurrido, dado que las reglas que prevalecen en materia de notificaciones es un tema procesal ampliamente difundido y que no prevé reglas excesivas.

Hasta lo aquí expuesto, en el caso concreto, el primer y segundo de los elementos anteriormente establecidos en los incisos a) y b), no se actualizan, ya que las autoridades incidentistas, señalan que la actuaria adscrita a esta Sala Superior omitió notificarles la resolución de veintiséis de abril de dos mil veintidós dictada en el toca de apelación **********/2022; así mismo, manifiestan haber tenido conocimiento de la existencia de la actuación procesal cuya nulidad promueven, el diez de junio de dos mil veintidós, con la notificación vía correo certificado del acuerdo de dieciséis de mayo de dos mil veintidós, dictado en el expediente **********/2020/2, mediante el cual se les informó el inicio el procedimiento de ejecución de sentencia.

Lo anterior se corrobora con los acuses de recibo **********, del Servicio Postal Mexicano, que obran agregados a fojas 232 a 234 de los autos del expediente de origen, cuya fecha de recepción es el diez de junio de dos mil veintidós, mediante los cuales se notificó a las autoridades demandadas el acuerdo de dieciséis de mayo de dos mil veintidós, dictado en el juicio **********/2020/2, del índice de la Segunda Sala Unitaria. 

Ahora bien, el acuerdo en mención dispone sustancialmente lo siguiente:

“[…]

Visto lo de cuenta, agréguese a este expediente, el oficio SS/48/2022 que presenta la Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior de este tribunal; recibido el nueve de este mes y año.

Vistos los autos de este expediente, se advierte que debe iniciarse el procedimiento de ejecución de la sentencia definitiva. 

De conformidad con el artículo 255, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, si las partes interpusieron recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva, ésta causará ejecutoria hasta que dicho recurso se deseche, sobresea o se declare infundado.  

De acuerdo con el artículo 256, párrafo primero del ordenamiento legal invocado, cuando cause ejecutoria una sentencia definitiva, deberá prevenirse a la autoridad demandada para que informe sobre su cumplimiento dentro del plazo de diez días. 

Ahora bien, como antecedentes destacados, se advierte lo siguiente: 

Por sentencia definitiva de once de enero del presente año, se decretó la nulidad de la separación injustificada que impugnó la parte actora y, para restituir los derechos violados, se ordenó lo siguiente:  

… se ordena a las autoridades demandadas que: 

1. Paguen al actor la indemnización a que se refiere el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; misma que está definida en tres meses del último salario percibido y veinte días por cada año laborado … 

2. Paguen al actor las demás prestaciones a que tiene derecho, de acuerdo a lo que dispone el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y hasta la fecha en que se efectué el pago de dichas prestaciones.

3. Se realice la inscripción relativa en el Registro Nacional de Seguridad Pública, señalando que el cese del que fue objeto el hoy actor fue injustificado … 

Inconforme con esa decisión, el once de febrero del año en curso, las autoridades demandadas interpusieron recurso de apelación, al cual tocó conocer a la sala superior de este órgano jurisdiccional, con el número **********2022/SS.

Seguido dicho procedimiento, el veintiséis de abril siguiente, la sala superior dictó la resolución correspondiente, la cual concluyó con el siguiente punto resolutivo: 

Primero. Se declara improcedente el recurso de apelación promovido por **********, en su carácter de Presidente … 

Segundo. Se declara improcedente el recurso de apelación planteado por **********, Síndico Municipal y representante del Ayuntamiento; **********, Tesorero Municipal; **********, Secretario General y **********, Director de Recursos Humanos … 

Por ende, con fundamento en el artículo 255, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, se declara que la sentencia definitiva causó ejecutoria. 

Con fundamento en el artículo 256, párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado, se previene a las personas titulares de la Secretaría y de la Tesorería del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, para que informen sobre el cumplimiento de la sentencia dentro del término de diez días hábiles, contados desde el siguiente al en que surta efectos la notificación de este proveído.

Con fundamento en el artículo 257, párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado, se apercibe a las autoridades señaladas anteriormente que, si dentro del plazo de diez días no cumplen con lo ordenado, se les requerirá para que cumplan con la sentencia en el término de cinco días.

Cabe observar que la anterior determinación obedece a que, por un lado, corresponde a la citada secretaría atender lo relativo a las relaciones laborales con los empleados del ayuntamiento; conforme con lo dispuesto por el artículo 78, fracción XVII de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí.

Por otro, a que corresponde a la tesorería ejercer el presupuesto de egresos; conforme con lo dispuesto por el artículo 81, fracción X de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí.
[…]”
Corolario a lo anterior, se advierte que las autoridades promoventes, presentaron el incidente de nulidad de notificaciones fuera del plazo establecido para hacerlo, toda vez que manifestaron que el diez de junio del presente año, tuvieron conocimiento de la existencia de la actuación procesal cuya nulidad pretenden, por lo que el término de cinco días para promoverlo les empezó a correr el trece de junio de dos mil veintidós y les concluyó el diecisiete del referido mes y año, descontando de dicho computo el once y doce de junio, por ser sábado y domingo; y el incidente de cuenta, como ya se precisó, fue presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, hasta el veinticuatro de junio de dos mil veintidós, habiendo transcurrido con exceso el plazo que el citado numeral 117, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señala para interponerlo.

De ahí, que no se actualicen las hipótesis establecidas en los incisos a) y b) antes citados; y por ende, resulte improcedente el incidente planteado por **********, en su carácter de Síndico Municipal, **********, en su carácter de Secretario General, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal y **********, en su carácter de Tesorero Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, al ser extemporánea su presentación al haber fenecido el plazo que la ley le concedía para tal efecto.
No obstante lo anterior, tampoco se advierte satisfecho los dispuesto en el inciso c), antes citado, pues al momento de la presentación de la incidencia planteada, los recurrentes, no aportaron medio de convicción alguno con el que acrediten la omisión que combaten en esta vía, por lo que sus meras manifestaciones al ser vagas e imprecisas no conllevan a justificar sus pretensiones.

Adicionalmente, no se soslaya que las autoridades incidentistas manifiestan que el actuario adscrito a esta Sala Superior, omitió notificarles la resolución de veintiséis de abril de dos mil veintidós; sin embargo de autos se advierte acta de comparecencia de autoridades
, de veintinueve de abril de dos mil veintidós, en la cual la auxiliar jurisdiccional habilitada como notificadora adscrita a esta Sala superior, asentó que compareció en las oficinas que ocupa este Tribunal la Licenciada **********, en su carácter de delegada de las autoridades, por lo que procedió a notificarle la resolución de veintiséis de abril de dos mil veintidós, mediante los oficios SSA 0110/2020, SSA 0111/2020, SSA 0112/2020, SSA 0113/2020, SSA 0114/2020, SSA 0115/2020. 
En ese sentido, quedó patentizado que quien practicó dicha notificación es una funcionaria investida con fe pública, motivo por el que el acta que levantó al momento de practicar la diligencia, tiene valor probatorio pleno, salvo prueba en contrario
; por lo que corresponde a quien afirma no haber sido notificado en forma legal, probar de modo fehaciente que lo consignado en el acta elaborada con motivo de la notificación, no se apega a la verdad, toda vez que de no hacerlo, aquél deberá seguir prevaleciendo íntegramente, precisamente por el carácter que le reviste al fedatario público que lo realiza. 
Siendo que en el particular, ni se impugnó dicha actuación, así como tampoco, como ya se dijo, se ofreció medio de convicción alguno que restara el vigor convictivo con que cuenta la diligencia en trato.

Por tanto, las autoridades incidentistas, para demostrar la ilegalidad de la diligencia cuestionada, debieron allegar medios de prueba con que justificar, de manera fehaciente, en su caso, que la diligencia de notificación no se practicó conforme a derecho, lo cual en el caso no aconteció.

Sustenta lo anterior, la jurisprudencia VI.2o. J/153, del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto  Circuito, publicada en la página 113, del tomo VIII, noviembre de 1991, del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, que es del tenor siguiente: 
“EMPLAZAMIENTO. PRUEBAS PARA DESVIRTUARLO. Si se cuestiona la legalidad del emplazamiento, deben aportarse elementos de convicción suficientes para desvirtuarla, ya que el diligenciario en su carácter de funcionario está investido de fe pública, por lo que sus actuaciones tienen pleno valor probatorio, salvo que se demuestre fehacientemente lo contrario”.

En consecuencia, al no haber ofrecido la parte incidentista medios de prueba para desvirtuar la fe pública del notificador, en cuanto a lo asentado por éste en la indicada diligencia, es innegable que ésta debe seguir surtiendo sus efectos jurídicos al estimarse legal, como ya se anotó.
Sirve de apoyo la tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la página 57, del Tomo I, Segunda Parte-1, enero a junio de 1998,  del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, cuyo rubro y texto a continuación se transcriben: 
“ACTUARIO, LA FE PÚBLICA DE LA QUE SE ENCUENTRA INVESTIDO, NO PUEDE DESVIRTUARSE CON SIMPLES MANIFESTACIONES, CARENTES DE PRUEBAS IDÓNEAS. Es legal el razonamiento del Juez de Distrito, en cuanto estableció que la diligencia de requerimiento de pago y emplazamiento, satisface tanto los requisitos de los artículos 1392 y 1396 del Código de Comercio, como de los diversos 116 y 117 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, porque como también se precisó en el juicio constitucional, los quejosos no aportaron prueba idónea por virtud de la cual se desvirtuara la fe pública del actuario, en cuanto a lo asentado por éste en la indicada diligencia, y a mayor abundamiento, tampoco justificaron su dicho en el sentido de que en el lugar donde se practicó la aludida diligencia era un domicilio distinto al de los demandados, pues ante tal señalamiento correspondía a los hoy inconformes haber justificado con pruebas idóneas y suficientes cuál era su verdadero domicilio en el momento de la diligencia”.

Sobre el tema, también cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, visible en la página 202, del tomo XI, marzo de mil novecientos noventa y tres, del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, cuyo rubro y texto son: 

“ACTUACIÓN JUDICIAL DE UN ACTUARIO. SU VALOR EN JUICIO. No basta para desvirtuar la fe dada por un funcionario judicial, como lo es un actuario, en ejercicio de su encargo, el aseverar que lo asentado por éste es falso; por cuanto que, como se encuentra investido legalmente de fe pública, corresponde a quien impugna esa actuación demostrar, con los medios de prueba idóneos, que son ciertos los vicios, ya sea de forma o materiales, que le atribuye a dicha actuación, y si no se hace así, es evidente que la misma conserva su valor probatorio para tener por cierto que lo ahí asentado corresponde a la verdad de cómo sucedieron los hechos o actos jurídicos de los cuales dio fe esa autoridad”. 
         

Consecuentemente, resulta improcedente el incidente de nulidad de notificaciones, interpuesto por **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento,**********, en su carácter de Tesorero Municipal, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Secretario General y **********, en su carácter de Director de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 36, 117 y 122, fracción III, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE:
ÚNICO.- Resulta improcedente el incidente de nulidad de notificaciones, interpuesto por **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento,**********, en su carácter de Tesorero Municipal, **********, en su carácter de Director de Recursos Humanos, **********, en su carácter de Secretario General y **********, en su carácter de Director de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, todos del Ayuntamiento de Cárdenas, San Luis Potosí, de conformidad a los razonamientos vertidos en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal al actor ********** y por oficio, a las autoridades incidentistas.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I, en relación con el 20 fracción X, del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rubricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 162573 Instancia: Primera Sala Novena Época Materias(s): Común Tesis: 1a./J. 10/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Marzo de 2011, página 290 Tipo: Jurisprudencia: “INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN EL AMPARO. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVERLO DEBE INICIAR A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL PROMOVENTE TUVO CONOCIMIENTO DE LA DILIGENCIA DE NOTIFICACIÓN IMPUGNADA. Si bien es cierto que en la Ley de Amparo y en el Código Federal de Procedimientos Civiles, norma supletoria de aquélla conforme a lo dispuesto en su numeral 2o., no se precisa expresamente a partir de cuándo debe iniciar el cómputo del plazo para promover el incidente de nulidad de notificaciones previsto en el artículo 32 de la Ley de la materia, también lo es que de una interpretación sistemática de los artículos 2o., 27, 28, 30 y 32 de la Ley de Amparo, y 315 y 320 del Código Federal de Procedimientos Civiles, y considerando el objeto y efectos del incidente mencionado, se concluye que tal plazo debe computarse a partir del día siguiente al en que el promovente del incidente de nulidad tuvo conocimiento de la notificación que se tilda de ilegal. Ello es así, pues dicho conocimiento constituye un elemento válido a partir del cual se puede determinar su oportunidad, puesto que la fecha que se desprenda de la diligencia de notificación impugnada no puede tenerse en consideración, dado que precisamente ese dato es parte de lo que se controvierte en el incidente. En todo caso, la manifestación de cuándo se tuvo conocimiento será materia de análisis por parte del órgano jurisdiccional, en la medida que podría quedar desvirtuada si obran en el expediente elementos -distintos a la diligencia de notificación combatida- que acrediten que tuvo conocimiento en fecha distinta, o incluso, conforme al artículo 320 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el órgano jurisdiccional puede desechar de plano el incidente de nulidad si advierte de autos que el promovente previamente se ostentó sabedor del acto procesal materia de la notificación impugnada.”





Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 2021879 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: XIII.2o.C.A.3 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 77, Agosto de 2020, Tomo VI, página 6084 Tipo: Aislada: “INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PARA DETERMINAR EL MOMENTO EN QUE INICIA EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVERLO DEBE ATENDERSE A LA LETRA DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY FEDERAL QUE LO RIGE, SIN QUE SEA VÁLIDO ACUDIR A OTRO MÉTODO INTERPRETATIVO. Dicho incidente tiene por objeto revisar la legalidad de la notificación de los acuerdos o resoluciones del Magistrado instructor o de la Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa funcionando en Pleno, en cuyo caso el perjudicado podrá pedir que se declare la nulidad dentro de los cinco días siguientes a aquel en que conoció el hecho, en términos del artículo 33 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es decir, tiene su propio trámite y persigue un objetivo particular. Así, cuando se cuestiona una notificación por no haberse realizado conforme a la ley, no resulta jurídicamente válido sostener que al realizar el cómputo del plazo para promover el incidente mencionado, tenga que acudirse a la notificación de otra actuación y, en un ejercicio interpretativo sistemático, sujetarse a las reglas del artículo 65 del propio ordenamiento, esto es, que el plazo respectivo se compute desde el día siguiente a aquel en que surta efectos aquella otra notificación (por ejemplo, es inadmisible que cuando se pretenda la nulidad de la notificación de una sentencia definitiva, se argumente que el cómputo del plazo debe iniciar a partir de que surta efectos la relativa al auto que la declara firme). Lo anterior, ni siquiera bajo el nuevo paradigma previsto en el artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los tratados internacionales de los que México es Parte, de la forma que favorezca más ampliamente a las personas, pues el mencionado artículo 33 es claro en señalar el momento en que inicia el cómputo del plazo para promover el incidente de nulidad de notificaciones, es decir, otorga al particular la prerrogativa de indicar cuándo tuvo conocimiento de la actuación cuya notificación tilde de irregular, sin que haya necesidad de acudir a otro método interpretativo para dilucidar el sentido de la norma, diverso a la letra de la ley.”





� Apoya lo anterior por analogía la tesis asilada de registro digital: 175878, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.8o.A.96  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 1847: “NULIDAD DE NOTIFICACIONES. EL ARTÍCULO 223 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN AL ESTABLECER QUE EL PLAZO PARA INTERPONER EL INCIDENTE RELATIVO, SERÁ DE CINCO DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A AQUEL EN QUE CONOCIÓ EL HECHO, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y ACCESO A UNA JUSTICIA PRONTA, COMPLETA E IMPARCIAL, PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 16 Y 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El artículo 223 del Código Fiscal de la Federación al establecer que el plazo para interponer el incidente de nulidad de notificaciones, será de cinco días hábiles siguientes a aquel en que conoció el hecho, no restringe la capacidad de defensa de los gobernados, ni provoca incertidumbre e inseguridad jurídica. Lo anterior es así, pues como se desprende de la ejecutoria que dio origen a la tesis 1a. LV/2004 emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, correspondiente al mes de mayo de dos mil cuatro, Novena Época, visible a página quinientos once, de rubro: "ACCESO A LA JUSTICIA. SÓLO EL LEGISLADOR PUEDE IMPONER PLAZOS Y TÉRMINOS PARA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS DE ACCIÓN Y DEFENSA ANTE LOS TRIBUNALES.", la reserva de ley establecida en el artículo 17 de la Constitución Federal, por la que se previene que la impartición de justicia debe darse en los "plazos y términos que fijen las leyes", responde a una exigencia razonable consistente en la necesidad de ejercitar la acción en lapso determinado, de manera que de no ser respetados podría entenderse caducada, prescrita o precluida la facultad de excitar la actuación de los tribunales. Esto es un legítimo presupuesto procesal que no lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva que contempla el referido numeral.  Por otra parte, ha sido criterio del Máximo Tribunal del país que la garantía de seguridad jurídica no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado, lo que explica que existen trámites o relaciones que por su simplicidad, sencillez o irrelevancia, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercitar el derecho correlativo. En este sentido el establecimiento de los plazos en que debe hacerse valer un derecho dentro de un procedimiento judicial, redunda en la seguridad jurídica de las partes en el juicio, pues permite a cada una saber con certeza cómo se desarrolla el juicio y cuáles son los medios de defensa que puede hacer valer en cada etapa procesal; de ahí que cinco días después de realizada la notificación, es un tiempo prudente para hacer valer los vicios en que se pudiera haber incurrido, dado que las reglas que prevalecen en materia de notificaciones es un tema procesal ampliamente difundido y que no prevé reglas excesivas en el Código Fiscal de la Federación. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”





� Foja 63 de los autos del toca.





� Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.


“ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de ver d ad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y […]


ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”





Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria de conformidad con el Segundo párrafo del artículo 217, del Código Procesal Administrativo del Estado


“ART. 323.- Son documentos públicos: […]


VIII.- Las actuaciones judiciales de toda especie; […]”








� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; 


(…)”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y


(…)”
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